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Soledad, dieciséis (16) de abril del dos mil veinticuatro (2024)  

 

RADICACIÓN: 08758310500120240006700 

ACCIONANTE(S): PEDRO ANTONIO MARQUEZ LEON 

ACCIONADO(S) UNIDAD PRESTADORA DE SALUD ATLÁNTICO REGINAL OCHO 

DE LA POLICIA NACIONAL  

PROCESO: ACCIÓN DE TUTELA 

 

ASUNTO 

 

Procede esta autoridad jurisdiccional a resolver en PRIMERA INSTANCIA la acción de tutela 

presentada, por el señor PEDRO ANTONIO MARQUEZ LEON contra UNIDAD PRESTADORA DE 

SALUD ATLANTICO REGINAL OCHO DE LA POLICIA NACIONAL al considerar que se le está 

vulnerando el derecho fundamental de SALUD, VIDA DIGNA Y DIGNIDAD HUMANA.  

 

SINTESIS DE LOS HECHOS1 

 

1) Indica el accionante que el día 12 de febrero de 2024 solicitó cita para médico especialista en 

Ortopedia ordenada por médico de urgencia de la UNIDAD PRESTADORA DE SALUD 

ATLÁNTICO REGIONAL OCHO DE LA POLICIA NACIONAL, por presentar dolor lumbago 

con ciática, dicha cita fue concedida para el día 19 de marzo de 2024, donde especialista en 

ortopedia ordenó estudios de NEUROCONDUCCION EN CADA NERVIO Y 

ELECTROCARDIOGRAFIA EN CADA EXTREMIDAD (UNO O MAS MUSCULOS). 

2) Expone que al solicitarle a la UNIDAD PRESTADORA DE SALUD ATLANTICO REGIONAL 

OCHO DE LA POLICIA NACIONAL, ésta manifestó que no era posible ordenar dichos 

estudios por cuanto no había contrato con esa especialidad. 

3) Alega que viene padeciendo del dolor lumbar con ciática desde el mes de enero de 2024 y 

hasta la fecha de hoy no se ha aliviado a pesar de los medicamentos desinflamatorios y 

terapias físicas que se hacen de manera personal, resaltando que los estudios ordenados por 

médico especialista son de carácter prioritarios tal como se evidencia en dicha orden por los 

dolores constantes que padezco. 

 

OBJETO DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Pretende el accionante se tutele su derecho fundamental a la SALUD, VIDA DIGNA Y DIGNIDAD 

HUMANA., y, en consecuencia, se ordene lo siguiente: 

 

“Solicito de manera respetuosa al Señor Juez le ordene al director de la UNIDAD PRESTADORA DE 

SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO DE LA POLICIA NACIONAL. para que cesen las acciones 

perturbadoras de violación a derechos fundamentales antes descritos y le sean prestados los servicios 

 
1 Archivo 01  
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médicos, hospitalarios, farmacéuticos y de especialistas de manera integral y con prontitud al suscrito., 

PROCEDIENDO DE MANERA INMEDIATA A CONCEDER LA CITA PARA LOS ESTUDIOS ANTES 

DESCRITOS DE MANERA URGENTE.” 

 

TRAMITE PROCESAL 

 

1) Mediante providencia de fecha 04 de abril de 2024 se admitió la acción de tutela y se ordenó la 

notificación a la accionada para que ejerciera su defensa. 

 

RESPUESTA DE LA PARTE ACCIONADA  

 

• UNIDAD PRESTADORA DE SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO DE LA POLICIA 

NACIONAL 

 

La accionada fue requerida y hasta la fecha no remitió pronunciamiento alguno.  

 

      PROBLEMA JURIDICO 

 

Determinar si la accionada UNIDAD PRESTADORA DE SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO DE 

LA POLICIA NACIONAL, ha incurrido en violación de derechos fundamentales contra el accionante. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Competencia. 

 

Este Despacho tiene competencia para fallar la presente acción de tutela, por disposición expresa del 

artículo 37 del decreto 2591 de 1991. 

 

Naturaleza. 

 

La acción de tutela ha sido concebida como un mecanismo preferente, sumario y residual, de 

protección de los derechos constitucionales fundamentales cuando en el caso concreto de una 

persona le sean amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública y 

excepcionalmente de los particulares en los casos establecidos en la ley, sólo en caso de que no 

exista otro mecanismo de protección judicial, debe acudirse a ella, salvo que sea utilizada como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, el cual debe estar debidamente acreditado 

en el proceso. 

 

Para que un derecho sea tutelado debe tener el rango de constitucional y gozar de la calidad de ser 

fundamental.  Por derecho fundamental debe entenderse aquel que es inherente a la naturaleza y 

dignidad humana. 

 

Dispone el artículo 86 de la Constitución Política que toda persona tendrá el amparo de tutela para 

reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de 
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sus derechos fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados por la acción o la omisión 

de cualquier autoridad pública. 

 

Sustento Jurídico Y Jurisprudencial De La Tesis Del Despacho  

 

• Del derecho a la salud. 

 

Del principio de integralidad del derecho a la salud   

  

El derecho a la salud se entiende como la facultad que tienen los seres humanos de mantener la 

normalidad orgánica funcional, no solo física sino también mentalmente. En caso de encontrarse 

afectada su salud el Estado propenderá las medidas necesarias para el restablecimiento orgánico y 

funcional de ésta. Así mismo, se ha establecido que este derecho debe garantizarse en condiciones 

dignas pues de su materialización depende el ejercicio de otros derechos y por ello se ha considerado 

que el derecho a la salud es de carácter fundamental, razón por la cual puede ser protegido vía tutela 

directamente y no por conexidad con el derecho a la vida como se condicionaba anteriormente. Este 

derecho se condensa en que todas las personas tienen la garantía a que se les preste el servicio de 

salud de forma integral, con todos los tratamientos que requieran para el mejoramiento de su calidad 

de vida, al respecto la Corte Constitucional se ha pronunciado en los siguientes términos en sentencia 

T 513/2020, sentencia T509/2017:  

  

“el principio de integralidad tiene como propósito mejorar las condiciones de existencia 

de los pacientes, prestando los servicios médicos en el momento adecuado. En otras 

palabras, la integralidad responde “a la necesidad de garantizar el derecho a la salud de 

tal manera que los afiliados al sistema puedan acceder a las prestaciones que requieran 

de manera efectiva, es decir, que debido a la condición de salud se le otorgue una 

protección integral en relación con todo aquello que sea necesario para mejorar la calidad 

de vida de manera efectiva”. Así mismo, la integralidad en el servicio de salud implica que 

el paciente debe recibir el tratamiento de calidad que requiere según las condiciones de 

la patología que lo aquejan y las realidades científicas y médicas”  

  

Del Derecho A La Salud Como derecho autónomo.  

  

Debe destacarse que el Artículo 86 de la Constitución Política, indica que la acción de tutela es un 

mecanismo utilizado para que, reunidos algunos requisitos procésales, las personas puedan reclamar 

la protección judicial inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales. Señala además que 

los derechos fundamentales son aquellos cuya protección inmediata puede ser solicitada al Juez.  

  

Frente a pedimentos como los esbozados en la presente acción, debe destacarse que el derecho a la 

vida humana se encuentra establecido desde el preámbulo mismo de la Constitución Política, como 

un valor superior que debe asegurar la organización política y que vincula tanto las autoridades como 

los particulares. Los artículos 11 y 13 Superiores consagran la inviolabilidad del derecho a la vida y 

establecen como un deber del Estado, su protección, en especial para personas que, por sus 

condiciones económicas, físicas o mentales, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta.  
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 (subrayado del Despacho)  

 

Respecto del derecho a la salud, el Alto Tribunal Constitucional ha indicado en diferentes sentencias, 

que el derecho a la salud posee una doble connotación: (i) como un derecho fundamental y (ii) como 

un servicio público1; dejando de lado la tesis de conexidad y adoptar de manera definitiva el criterio 

según el cual el derecho a la salud es fundamental de manera autónoma. Al respecto la sentencia T-

760 de 2008 en forma clara concluyó: “Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir 

que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para 

pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’.    

  

Derecho de acceso al sistema de salud libre de demoras y cargas administrativas que no les 

corresponde asumir a los usuarios.   

  

Frente al tema central y que reviste gran importancia en la solicitud de amparo objeto de estudio, es 

oportuno traer a consideración los pronunciamientos proferidos por nuestro órgano de cierre 

Constitucional en sentencia T 234/13 y sentencia T118/2022, que al respecto ha indicado:  

  

 “Por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener encomendada la 

administración de la prestación de estos servicios, que a su vez son suministrados por 

las IPS, no pueden someter a los pacientes a demoras excesivas en la prestación de los 

mismos o a una paralización del proceso clínico por razones puramente administrativas 

o burocráticas, como el cambio de un contrato médico. En efecto, cuando existe una 

interrupción o dilación arbitraria, esto es, que no está justificada por motivos estrictamente 

médicos, las reglas de continuidad y oportunidad se incumplen y, en consecuencia, al 

prolongarse el estado de anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el 

derecho que tiene toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de 

salud.   

 

2.4. Aunque es razonable que el acceso a los servicios médicos pase, algunas veces, por 

la superación de ciertos trámites administrativos; la jurisprudencia constitucional ha 

dejado en claro que el adelanto de los mismos no puede constituir un impedimento 

desproporcionado que demore excesivamente el tratamiento o que imponga al interesado 

una carga que no le corresponde asumir. De allí, que se garantice el derecho a acceder 

al Sistema de Salud, libre de obstáculos burocráticos y administrativos, pues de ello 

también depende la oportunidad y calidad del servicio.   

 

2.5. En esta línea, si bien para la Corte es claro que existen trámites administrativos en 

el sistema de salud que deben cumplirse, en algunos casos por parte de sus afiliados, 

también es cierto que muchos de ellos corresponden a diligencias propias de la Entidad 

Promotora de Salud, como la contratación oportuna e ininterrumpida de los servicios 

médicos con las Entidades Prestadoras. Estos contratos, mediante los cuales se 

consolida la prestación de la asistencia en salud propia del Sistema de Seguridad Social, 

establecen exclusivamente una relación obligacional entre la entidad responsable (EPS) 

y la institución que de manera directa los brinda al usuario (IPS), motivo por el que no 
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existe responsabilidad alguna del paciente en el cumplimiento de estos. Así pues, en 

aquellos casos en los cuales las entidades promotoras de servicios de salud dejan de 

ofrecer o retardan la atención que está a su cargo, aduciendo problemas de contratación 

o cambios de personal médico, están situando al afiliado en una posición irregular de 

responsabilidad, que en modo alguno está obligado a soportar; pues la omisión de 

algunos integrantes del Sistema en lo concerniente a la celebración, renovación o 

prórroga de los contratos es una cuestión que debe resolverse al interior de las 

instituciones obligadas, y no en manos de los usuarios, siendo ajenos- dichos reveses- a 

los procesos clínicos que buscan la recuperación o estabilización de su salud.   

 

2.6. Ya en reiteradas ocasiones, esta Corporación se ha referido a la inoponibilidad de 

irregularidades administrativas frente a los usuarios de los servicios médicos, señalando 

que estas no pueden constituir una barrera para el disfrute de los derechos de una 

persona. En tal sentido, el vencimiento de un contrato con una IPS, o la demora en la 

iniciación del mismo para atender una patología específica, resultan afirmaciones 

inexcusables de las Entidades Prestadoras de Salud que riñen con los principios 

señalados en el artículo 209 de la Constitución y con la función estatal de protección a la 

salud (art. 49 C.P.).   

 

2.7. Las demoras ocasionadas por estos factoreso el hecho de diferir tratamientos o 

procedimientos recomendados por el médico tratante sin razón aparente, coloca en 

condiciones de riesgo la integridad física y mental de los pacientes, mereciendo mayor 

reproche si se trata de órdenes emitidas por un profesional adscrito a la entidad, pues los 

afiliados, aún bajo la confianza de la aptitud de estas prescripciones institucionales, deben 

someterse a esperas indeterminadas que culminan muchas veces por distorsionar y diluir 

el objetivo de la recomendación originalmente indicada, como quiera que el mismo paso 

del tiempo puede modificar sustancialmente el estado del enfermo, su diagnóstico y 

consecuente manejo.   

 

2.8. En síntesis, cuando por razones de carácter administrativo diferentes a las 

razonables de una gestión diligente, una EPS demora un tratamiento o procedimiento 

médico al cual la persona tiene derecho, viola su derecho a la salud e impide su efectiva 

recuperación física y emocional, pues los conflictos contractuales que puedan 

presentarse entre las distintas entidades o al interior de la propia empresa como 

consecuencia de la ineficiencia o de la falta de planeación de estas, no constituyen justa 

causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y clausura óptima de los 

servicios médicos prescritos”  

 

En ese mismo sentido, la Corte se ha manifestado indicando que “2. De manera que, 

para la Sala, es claro que al cambiar la IPS en la que el paciente recibe su tratamiento 

siquiátrico, se le vulnera los principios de integralidad y continuidad de su derecho a la 

salud, en este caso a la salud mental, cuando no existe una justificación médica que 

desvirtúe el concepto de la médica tratante. Dicho concepto ordenaba expresamente 

continuar con el tratamiento con la misma especialista para evitar la afectación en el 
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desarrollo del procedimiento médico. Razón por la que, al inobservar dicho criterio, la 

EPS vulneró injustificadamente los derechos fundamentales del demandante, pues no 

puede oponer conflictos contractuales o administrativos internos o con las IPS 

contratadas, que impidan la finalización óptima de los tratamientos iniciados a los 

pacientes.[107]  

 

Ahora bien, la Sala considera que tratándose de enfermedades mentales la continuidad 

del tratamiento con el mismo profesional es indispensable. Con todo, ello no implica 

una obligación de resultado, puesto que no se le puede imponer a la EPS un imposible 

jurídico, dado que, los usuarios del Sistema General de Seguridad Social en Salud 

tienen la total libertad de escoger,[108] dentro del universo de Empresas Promotoras 

de Salud -EPS-, a cuál quiere afiliarse. Sin embargo, no sucede lo mismo frente a la 

elección de la Institución Prestadora de Servicios de Salud -IPS-, pues la elección de 

esta se encuentra supeditada a las que se estén dentro de la red de IPS´s con que haya 

contratado o celebrado convenio la EPS del afiliado para la prestación de los servicios 

de salud, en sus diferentes especialidades. De esa manera, si el usuario pretende 

recibir los servicios de salud en una IPS que no se encuentra dentro de la red de 

prestadores de la respectiva EPS, y no se configura una de las excepciones 

establecidas en la jurisprudencia[109], no se le podrá imponer a la EPS la garantía de 

dicha continuidad. Por ejemplo: que el profesional que ha venido tratando al paciente 

(médico tratante) se haya desvinculado de la IPS o que ya no exista contrato o convenio 

entre la EPS y IPS en la que se pretende dar continuidad al tratamiento.” (Subrayada 

del Despacho) 

 

• Del principio de veracidad y carga de la prueba  

 

“El artículo 20 del Decreto Ley 2591 de 1991[66] consagra la presunción de veracidad, según la cual, 

se presumen ciertos los hechos narrados en la demanda cuando las autoridades se abstengan de 
responder los requerimientos de información elevados por el juez. En estos casos se resolverá de 
plano[67].(Negrilla del Despacho) 

  
La Corte Constitucional ha señalado que la presunción de veracidad de los hechos constituye un 
instrumento que tiene dos fines principales. Por un lado, sancionar el desinterés o la negligencia de 
las entidades demandadas ante la presentación de una acción de tutela en la que se alega la 
vulneración de los derechos fundamentales de una persona; por otro lado, obtener la eficacia de los 
derechos fundamentales comprometidos[68], en observancia de los principios de inmediatez, 
celeridad y buena fe[69], es decir, “encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud 
sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos fundamentales” [70]. 
  
En consideración a lo anterior, esta Corporación ha determinado que la presunción de veracidad 
puede aplicarse en dos escenarios: “(i) cuando la autoridad o particular accionado omite 
completamente dar respuesta a la solicitud elevada por el juez constitucional; (ii) cuando la autoridad 
o particular da respuesta a la solicitud, pero esta se hace meramente formal, pues en el fondo no 
responde al interrogante planteado por el funcionario judicial”[71]. Además, la omisión que puede 
presentarse puede ser total o parcial, por ejemplo, cuando se dejan de responder algunas solicitudes. 
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Al respecto, la Corte Constitucional ha determinado que el principio de veracidad se aplica cuando el 
juez ordena al demandado pronunciarse sobre los hechos de la acción y este guarda silencio. 
  
Lo anterior cobra especial relevancia cuando el accionante se encuentra en condición de 
subordinación o existe una relación de dependencia respecto al demandado, teniendo en 
consideración que, en muchas oportunidades, se dificulta la carga probatoria para el actor y, en 
contraste, el sujeto accionado tiene facilidad de aportar el material correspondiente. En la Sentencia 
C-086 de 2016, esta Corporación señaló que: 
  

“La regla general en materia de pruebas en los procesos de tutela consiste en que quien alega 
la vulneración de un determinado derecho fundamental debe probar los hechos que sustentan 
su acusación en la medida en que ello le sea posible[73]; por tal razón, en cierto tipo de casos, 
en los cuales quien alega la violación de su derecho se encuentra en posición de debilidad o 
subordinación frente a la persona o autoridad de quien proviene la violación, se ha dado un 
alcance distinto a dicho deber probatorio, distribuyendo la carga de la prueba en favor de la 
parte menos fuerte en la relación. (…) La justificación de esta distribución de la carga de la 
prueba radica en la dificultad con la que cuenta la parte débil de una determinada relación para 
acceder a los documentos y demás materiales probatorios necesarios para acreditar que cierta 
situación le es desfavorable y constituye un desconocimiento de sus derechos; es de elemental 
justicia que sea la parte privilegiada y fuerte, por su fácil acceso a los materiales probatorios 
en cuestión, quien deba asumir dicha carga procesal. Por eso, en materia de tutela, la regla 
no es “el que alega prueba”, sino “el que puede probar debe probar”, lo cual redistribuye la 
carga probatoria en beneficio de la protección de los derechos”[74]. 

  
En conclusión, (i) la presunción de veracidad es una figura jurídica que se encuentra regulada en el 
artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 que implica presumir como “ciertos los hechos” cuando el 
juez  requiera informes al sujeto o a los sujetos demandados y estos omitan responder o lo hacen 
pero de manera extemporáneamente o meramente formal; (ii) tiene dos finalidades: sancionar la 
negligencia del sujeto pasivo demandado ante el descuido frente al ejercicio de la acción de tutela y 
el llamado del juez constitucional, y proteger de manera eficiente los derechos comprometidos en 
concordancia con la naturaleza subsidiaria y sumaria de la tutela; y (iii) la aplicación de la presunción 
de veracidad es más rigurosa cuando el demandante es un sujeto de especial protección 
constitucional o se encuentra en condición de vulnerabilidad teniendo en consideración que, en 
muchas oportunidades, se dificulta la carga probatoria para el actor y, en contraste, el sujeto 
accionado tiene facilidad de aportar el material correspondiente, en estas oportunidades la Sala Plena 
de esta Corporación ha señalado que resulta “de elemental justicia que sea la parte privilegiada y 
fuerte, por su fácil acceso a los materiales probatorios en cuestión, quien deba asumir dicha carga 
procesal”[75].2” 
 

CASO CONCRETO 

 

La inconformidad del accionante radica en que, fue visto por el especialista en Ortopedia de la UNIDAD 

PRESTADORA DE SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO DE LA POLICIA NACIONAL en la cual 

se encuentra afiliado. Que el especialista le ordenó estudios de NEUROCONDUCCION EN CADA 

NERVIO Y ELECTROCARDIOGRAFIA EN CADA EXTREMIDAD (UNO O MAS MUSCULOS), los 

cuales, al ser solicitados ante la Unidad, ésta respondió que no era posible ordenarlo por cuanto no 

había contrato con esa mencionada especialidad.  

 

 
2 Sentencia T 548/2023 
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Aporta como documentales a su escrito tutelar, la Orden de ESTUDIO NEUROCONDUCCION (CADA 

NERVIO) y ELECTROMIGRAFIA CADA EXTREMIDAD (UNO O MAS MUSCULOS). 

 

En cuanto a la UNIDAD PRESTADORA DE SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO DE LA POLICIA 

NACIONAL hasta la fecha de emisión del presente fallo no remitió respuesta, muy a pesar que fue 

notificada el día cuatro de abril presente, al correo de notificaciones judiciales dispuesto por la Policía 

Nacional para los requerimientos de esta categoría, notificación reiterada el día once y quince de abril 

presente. Sin recibir respuesta alguna.  

 

De cara a lo anterior y en vista de la situación particular de este caso, el máximo órgano del cuidado 

Constitucional Colombiano ha indicado frente al tema central y que reviste gran importancia en la 

solicitud de amparo objeto de estudio, la siguiente posición:  

  

          “Sentencia T 234/13 y sentencia T118/2022:  

Por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener encomendada la 

administración de la prestación de estos servicios, que a su vez son suministrados por 

las IPS, no pueden someter a los pacientes a demoras excesivas en la prestación de los 

mismos o a una paralización del proceso clínico por razones puramente administrativas 

o burocráticas, como el cambio de un contrato médico. En efecto, cuando existe una 

interrupción o dilación arbitraria, esto es, que no está justificada por motivos estrictamente 

médicos, las reglas de continuidad y oportunidad se incumplen y, en consecuencia, al 

prolongarse el estado de anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el 

derecho que tiene toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de 

salud.   

 

2.4. Aunque es razonable que el acceso a los servicios médicos pase, algunas veces, por 

la superación de ciertos trámites administrativos; la jurisprudencia constitucional ha 

dejado en claro que el adelanto de los mismos no puede constituir un impedimento 

desproporcionado que demore excesivamente el tratamiento o que imponga al interesado 

una carga que no le corresponde asumir. De allí, que se garantice el derecho a acceder 

al Sistema de Salud, libre de obstáculos burocráticos y administrativos, pues de ello 

también depende la oportunidad y calidad del servicio.   

 

2.5. En esta línea, si bien para la Corte es claro que existen trámites administrativos en 

el sistema de salud que deben cumplirse, en algunos casos por parte de sus afiliados, 

también es cierto que muchos de ellos corresponden a diligencias propias de la Entidad 

Promotora de Salud, como la contratación oportuna e ininterrumpida de los servicios 

médicos con las Entidades Prestadoras. Estos contratos, mediante los cuales se 

consolida la prestación de la asistencia en salud propia del Sistema de Seguridad 

Social, establecen exclusivamente una relación obligacional entre la entidad 

responsable (EPS) y la institución que de manera directa los brinda al usuario (IPS), 

motivo por el que no existe responsabilidad alguna del paciente en el cumplimiento de 

estos. Así pues, en aquellos casos en los cuales las entidades promotoras de servicios 

de salud dejan de ofrecer o retardan la atención que está a su cargo, aduciendo 
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problemas de contratación o cambios de personal médico, están situando al 

afiliado en una posición irregular de responsabilidad, que en modo alguno está 

obligado a soportar; pues la omisión de algunos integrantes del Sistema en lo 

concerniente a la celebración, renovación o prórroga de los contratos es una cuestión que 

debe resolverse al interior de las instituciones obligadas, y no en manos de los usuarios, 

siendo ajenos- dichos reveses- a los procesos clínicos que buscan la recuperación o 

estabilización de su salud.   

 

2.6. Ya en reiteradas ocasiones, esta Corporación se ha referido a la inoponibilidad 

de irregularidades administrativas frente a los usuarios de los servicios médicos, 

señalando que estas no pueden constituir una barrera para el disfrute de los 

derechos de una persona. En tal sentido, el vencimiento de un contrato con una 

IPS, o la demora en la iniciación del mismo para atender una patología específica, 

resultan afirmaciones inexcusables de las Entidades Prestadoras de Salud que 

riñen con los principios señalados en el artículo 209 de la Constitución y con la 

función estatal de protección a la salud (art. 49 C.P.).   

 

2.7. Las demoras ocasionadas por estos factores o el hecho de diferir tratamientos o 

procedimientos recomendados por el médico tratante sin razón aparente, coloca en 

condiciones de riesgo la integridad física y mental de los pacientes, mereciendo mayor 

reproche si se trata de órdenes emitidas por un profesional adscrito a la entidad, pues los 

afiliados, aún bajo la confianza de la aptitud de estas prescripciones institucionales, deben 

someterse a esperas indeterminadas que culminan muchas veces por distorsionar y diluir 

el objetivo de la recomendación originalmente indicada, como quiera que el mismo paso 

del tiempo puede modificar sustancialmente el estado del enfermo, su diagnóstico y 

consecuente manejo.   

 

2.8. En síntesis, cuando por razones de carácter administrativo diferentes a las 

razonables de una gestión diligente, una EPS demora un tratamiento o procedimiento 

médico al cual la persona tiene derecho, viola su derecho a la salud e impide su efectiva 

recuperación física y emocional, pues los conflictos contractuales que puedan 

presentarse entre las distintas entidades o al interior de la propia empresa como 

consecuencia de la ineficiencia o de la falta de planeación de estas, no constituyen 

justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y clausura 

óptima de los servicios médicos prescritos” ( Negrillas del Despacho) 

 

Así las cosas, ésta administradora de justicia teniendo en cuenta las pruebas aportadas a la acción 

tutelar, se apegará a la posición del máximo órgano constitucional y ordenará a la UNIDAD 

PRESTADORA DE SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO DE LA POLICIA NACIONAL que a través 

de su red prestadora de salud garantice al señor Pedro Antonio Márquez León identificado con numero 

de cedula 8791787 la realización de los exámenes ESTUDIO NEUROCONDUCCION (CADA 

NERVIO) y ELECTROMIGRAFIA CADA EXTREMIDAD (UNO O MAS MUSCULOS). 
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En mérito de lo expuesto, Juzgado Primero Laboral Del Circuito De Soledad - Atlántico, administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

R E S U E L V E 

  

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental a la salud de PEDRO ANTONIO MARQUEZ LEON 

identificado con cedula 8791787, de conformidad con los planteamientos expuestos en la parte motiva 

del presente fallo.  

 

SEGUNDO: ORDENAR a la a la UNIDAD PRESTADORA DE SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO 

DE LA POLICIA NACIONAL que a través de su red prestadora de salud garantice al señor Pedro 

Antonio Márquez león identificado con numero de cedula 8791787 la realización de los exámenes 

ESTUDIO NEUROCONDUCCION (CADA NERVIO) y ELECTROMIGRAFIA CADA EXTREMIDAD 

(UNO O MAS MUSCULOS). 

 

TERCERO: PREVENIR al Director General o quien haga sus veces de la UNIDAD PRESTADORA DE 

SALUD ATLANTICO REGIONAL OCHO DE LA POLICIA NACIONAL, que el incumplimiento de ésta 

providencia conlleva la aplicación de las sanciones de ley correspondientes. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE por el medio más eficaz, tanto a la parte accionante como accionada y 

vinculadas del resultado de la presente providencia. La notificación de esta providencia, las demás 

actuaciones y decisiones que se surtan dentro del presente trámite, habrán de adelantarse a través 

del correo electrónico de este Despacho j01labsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co o al celular con 

WhatsApp 3170387628 

 

QUINTO: Si no fuere impugnado el presente fallo oportunamente, esto es, dentro de los tres (3) días 

siguientes a su notificación, se remitirá a la H. Corte Constitucional en los términos del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1991. En caso contrario se enviará al Tribunal Superior Del Distrito Judicial 

De Barranquilla-Sala Laboral, para lo pertinente.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ALBA ZULEY LEAL LEÓN 

JUEZ 

08758310500120240006700YV 
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